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        Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos  Aires






Buenos Aires, 28 de enero de 2003.

RES. N°  14/2003

VISTO:





Las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y por la ley 31, lo dispuesto por los arts. 131, 132, 133 y concordantes de la Resolución n° 301/2002; y las actuaciones resultantes del expediente n° 310/2000, y

CONSIDERANDO:



Que, a propuesta de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria (fs. 34/35 del expte. n° 310/2000), el Consejo de la Magistratura en su anterior integración, aprobó la compra del inmueble sito en la calle Tacuarí 138 de la Ciudad de Buenos Aires, en la suma de U$S 2.250.000 más una comisión del 3 % más I.V.A. que se abonó a Carlos R. Chiappe (conforme Resolución n° 525 del 26 de diciembre de 2000, fs. 46/49 del expte. citado).

Que desde el inicio del trámite el señor Director General interviniente ofreció el pago de una “comisión inmobiliaria” (fs. 5 y 7), pero no consta cuál sería el fundamento jurídico y fáctico para el pago de tal comisión por el Consejo de la Magistratura, siendo que la presentación y ofrecimiento de la propiedad en venta le fuera realizada por la propia dueña tal como se desprende de fs. 1.

Que por añadidura el pago de la “comisión de compra” que fuera efectuado a favor del nombrado  Carlos R. Chiappe, por un monto de $ 81.675, incluye el I.V.A., a pesar de que el recibo otorgado por el mismo lo revela como “I.V.A. responsable no inscripto” y es de tipo “C” (conforme fs. 52 del expediente 310/2000). Ello implica que, aparte de la discutible existencia de causa legítima para dicho pago, se benefició al Sr. Chiappe con el agregado de la suma de $ 14.175.- sin razón alguna.



Que, tanto en el dictamen de fs. 44 como en la subsiguiente Resolución n° 525/2000,  se afirma, para sustentar la decisión de compra directa y limitar el marco territorial de la misma, que se habría basado en instrucciones “anteriores” del Consejo, sin que surja del expediente la existencia ni el tenor de las mismas.

Que a fs. 11 obra un documento privado cuyo firmante se identifica como “Valentín Barchielli”, y del que se ha hecho mérito considerándolo una “tasación oficial del Banco de la Nación Argentina”(informe del Dr. José F. García Mira, de fs. 44/45, donde se aconseja aprobar la compra), aún cuando no existen constancias en lugar alguno que el nombrado firmante sea o haya sido tasador del Banco de la Nación. 

Que varios de los informes agregados de supuestas inmobiliarias no tienen siquiera su número de teléfono en sus respectivos membretes (Chiappe, a fs. 2, 6, 8, 10; Barchielli, a fs. 11 y Rodolfo Rojas, a fs. 33), detalle inusual en quienes de dedican a dicha actividad y que pone en duda su identificación. En cambio, no se solicitó tasación al sector competente del Banco de la Ciudad de Buenos Aires, como hubiera sido apropiado. 



Que tampoco aparecen justificadas las supuestas ventajas del precio propuesto para la adquisición, apareciendo como insuficientes los antecedentes tomados en cuenta por las firmas que habrían tasado el inmueble.

Que en todo ello se advierten irregularidades que, en el plano de la responsabilidad administrativa, prima facie comprometerían la responsabilidad del Director General de Ejecución Presupuestaria y de los demás funcionarios intervinientes, en particular los autorizantes del pago de fs. 52 y el dictaminante de fs. 44/45 (art. 131 y 132 del Reglamento Interno, Resolución n° 301/2002)

Que la existencia de una denuncia en trámite ante el Juzgado en lo Criminal de Instrucción n°12, motivada por algunos de los hechos referidos precedentemente, no es óbice para la apertura y avance del sumario administrativo que se ordena (art. 147 del Reglamento Interno)

Por ello, de conformidad con los arts. 31, 133, 136 y concordantes del Reglamento Interno, 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

Art. 1°:  Disponer que el Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación proceda a instruir un sumario administrativo con el objeto de esclarecer los hechos referidos en los Considerandos de la presente y atribuir las responsabilidades administrativas consecuentes. 

Art. 2°:  Designar a los Dres. Javier Scipioni y Sebastián Peral como secretarios ad hoc para la instrucción del sumario.

Art. 3°: Fijar el plazo de veinte días hábiles para que el Secretario de la Comisión se expida sobre la tarea encomendada.

Art. 4°: Regístrese, comuníquese al Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura, cúmplase y oportunamente archívese.

RESOLUCION N° 14/2003
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